Carátula 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de la DGI) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Especial de la Comisión Permanente del Poder Legislativo tiene el agrado de recibir a una 
delegación de la Asociación de Funcionarios de la DGI, integrada por su Presidente, el señor Jorge Leymonié, su Secretario, el 
señor Nelson Barce, y el señor Edgardo Pais, a quienes cedemos el uso de la palabra para referirse al proyecto de reglamento 
sobre mejora de la gestión de la Dirección General Impositiva que está a estudio del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BARCE.- Esta visita está motivada por nuestro rechazo al proyecto en trámite en el Poder Ejecutivo por cuanto, a nuestro 
entender, excede las potestades que otorga la Ley N” 17.706. Esta norma dice que el Poder Ejecutivo debe reglamentar un 
régimen de incompatibilidades generales, exclusividades y remuneraciones extraordinarias. El proyecto ya arranca diciendo que el 
Poder Ejecutivo aprueba la reestructura de la DGI. A nuestro entender, la ley no habilita a que se haga una reestructura sino que 
hay que reglamentar el régimen de incompatibilidades, exclusividades y remuneraciones extraordinarias. 


Entonces, decimos que se hace lo que no habilita la ley -a nuestro entender eso es lo que está haciendo el Poder Ejecutivo- y lo 
que sí marca la ley, se hace por la mitad. O sea, reglamenta a medias lo que es la exclusividad de los funcionarios de la DGI para lo 
cual se enmarca claramente que la exclusividad es netamente paga para la parte técnica, es decir, la parte profesional de la oficina, 
pero no para el resto de los funcionarios. Desde nuestro punto de vista, esto fractura la oficina en dos partes. Esto no es prudente 
porque una oficina fracturada no funciona. 


Así no se podría cumplir con los objetivos y las metas de la nueva DGl en cuanto al trabajo en equipo y demás, pues más de la 
mitad de la oficina no estaría beneficiada con la exclusividad. 


A su vez, se nombra un órgano de conducta integrado por cinco miembros, para lo que no se faculta por ley. 


En cuatro o cinco artículos se estaría contemplando la totalidad de la ley: exclusividad, incompatibilidad, remuneraciones y un 
tribunal de conducta. Con respecto a esto último, nosotros estamos dispuestos a que se nos controle. 


En este proyecto se forma un tribunal, se hace una reestructura y en el artículo 9”, que habla de las encargaturas, en buen 
romance, se crea lo que ya en el 2001 rechazó el Parlamento y fue lo que se dio en llamar "El Gran Hermano" en la Ley Brasca. 
|En este proyecto, como en aquella ley, se toma en cuenta el 20% de esas encargaturas, que de no tener el 50% de la calificación 
quedarían por fuera. A nuestro entender, esto es exactamente lo mismo, pues llevaría a la fractura de la oficina y no estaría 
integrándose ese 20% de funcionarios. Es decir, esto no favorece el trabajo en equipo, sino todo lo contrario, porque se crearía una 
competencia entre los encargados que no sería buena para la organización, ya que en vez de favorecer ese trabajo en equipo, se 
estaría fomentando la competencia para que, por ejemplo, el compañero de al lado no cumpla su función y así yo me podría quedar 
con el 20%. 


Por otra parte, es tanto lo que se pretende en este proyecto que prácticamente se logra la inseguridad del funcionariado. Por 
ejemplo, en uno de los artículos, se habla de disponibilidades, que se podrían dar por cargo a alguna reestructura. En nuestra 
opinión, esto compete a la Comisión de Proyecto -que por otra parte ya está nombrada- y esta sería la primera instancia, para 
después de dieciocho meses crear la Comisión de Reestructura cuyo cometido sería dar una organización óptima a la oficina. 


No entendemos por qué el Poder Ejecutivo, prácticamente a quince días de celebrarse la elección nacional, pretende ingresar este 
proyecto a la discusión parlamentaria, por cuanto un proyecto de esta naturaleza sería improcedente discutirlo en esta instancia. No 
entendemos por qué el Poder Ejecutivo quiere fracturar a la oficina en dos partes; no lo entendemos y desearíamos entenderlo. 
Hemos preguntado al respecto al señor Ministro, pero nos contesta que no es así. 


En esta instancia el país no estaría en condiciones de resistir una reglamentación que no solo excede totalmente las potestades de 
la ley, sino que también enmarcaría al nuevo Gobierno en un proceso de cambios, que los funcionarios no respaldan, como la 
avalan las respectivas resoluciones de asamblea y unas setecientas firmas, que corresponden al 80% de los afiliados de la oficina, 
que rechazan el proyecto. 


A nuestro entender, es inentendible la tozudez del Poder Ejecutivo y no sabemos hacia dónde apunta porque en vez de beneficiar a 
una oficina, que es la primera caja del país, si se aprueba este proyecto estaría retrayendo sus funciones, cayendo aún más en los 
problemas que tiene actualmente. 


Por otra parte, este conflicto lleva más de cincuenta días, y no fue originado por nosotros. Cuando iniciamos este andar con parte 
del Poder Ejecutivo hace más de un año, apoyamos el proyecto, tal como consta en las actas respectivas. A su vez, nos habíamos 
puesto medianamente de acuerdo con la Dirección sobre los conceptos generales establecidos en la reglamentación. Asimismo, el 
Director General de Rentas, contador Zaidensztat, nos dijo que la remuneración para el personal no técnico sería un 45% superior 
a la que se percibía en ese momento y para el técnico, sería del 120% o 130%. En principio, nos pareció que la diferencia era 
demasiado grande, pero igualmente accedimos porque queríamos que la DGI funcionara, que estuviera de cara al pueblo, como 
debe ser, como una organización moderna, para lo que se trajeron consultores de Francia y de España. Entonces, no entendemos 
por qué cuando este proyecto llega a manos del señor Ministro, que es la otra parte del Poder Ejecutivo, lo divide en dos partes, 
ofreciendo a la parte no técnica solo un 10% de aumento. En buen romance, se ofrece a este sector un 10% de aumento, mientras 
que al personal técnico -contra el que no tenemos nada; al contrario, entendemos que así debe ser- se le da alrededor de $50.000 
de aumento. Nos parece que esta diferencia es inaceptable desde todo punto de vista, como así también la creación de un órgano 
de conducta, integrado por cinco miembros con sueldos de aproximadamente $ 50.000 cada uno, que tendría que pagar la propia 
Administración. No entendemos por qué se establece este órgano, ya que existen el Tribunal de Cuentas y la Auditoría Interna de la 
Nación que perfectamente podrían cumplir esta función. 


Pido disculpas por insistir tanto en que no entendemos por qué se presenta este proyecto y de esta forma. Asimismo, 
permanentemente hemos estado abiertos a dialogar con el señor Ministro y lo hemos planteado de todas formas, pero hemos 
encontrado una barrera de parte del señor Ministro Alfie. Nos recibió después de muchas movilizaciones y escuchó nuestro 
planteamiento; nos dijo que entendía, pero quien firmaba era él y que nos contestaría el lunes siguiente. Esta reunión se dio el 
viernes, pero el lunes no nos contestó ni tampoco el martes. Me contesta a mí telefónicamente en la antesala de su despacho 
anunciándome las condiciones en que presentaría el proyecto -que son las ya comentadas- y punto. Así se cerró la negociación. 
Insistimos y el señor Ministro salió a la prensa a hablar de los sueldos exorbitantes que pretendían los funcionarios de la DGl -no es 
así-, pero habla de unos sueldos que no son reales. Pretendemos lo que nos ofreció el Poder Ejecutivo en un principio y en el 
proyecto que el contador Zaidensztat elevó al señor Ministro se establecía, entre otros considerandos, un aumento aproximado de 
45% de sueldo para la parte no técnica y de un 130% para la parte técnica. 


SEÑOR LEYMONIE.- Cuando el año pasado se aprobó el proyecto de ley de mejora de la gestión, sobre el que dimos nuestra 
opinión en la Comisión de Hacienda, sin duda todos apuntábamos a una mejora de gestión. Esta mejora está indisolublemente 
ligada al trabajo en equipo de la organización y el trabajo en algo que convinimos todos: la organización tendría que cambiar su 
cultura y dirigir sus objetivos y metas. 


Nos basamos mucho en estas conversaciones para decir que este proyecto de reglamentación no contempla el espíritu de la ley y 
que, en definitiva, agrega más problemas. Creo que todos los uruguayos estamos de acuerdo con que las políticas y las 
modificaciones deben ser de Estado y no circunstanciales, por períodos de Gobierno, pero este proyecto excede el tiempo real de 
este Gobierno y si apostó a eso fracasó nuevamente, por mejor intención que haya tenido, porque si este proyecto se aprueba en 
estas circunstancias, a menos de quince días de celebrarse la elección, será el próximo Gobierno el que tenga que cargar con esta 
reglamentación. En ese sentido, hemos tratado de hacer contactos con el Gobierno, pero no encontramos receptividad para 
entablar un diálogo. No obstante, nos reunimos con los candidatos a la Presidencia para hablar al respecto. 


Si este proyecto se aprueba en estas condiciones, los legisladores deben tener claro que la organización de la DGl se parte, por la 
exclusividad que el propio legislador quiso contemplar y por otro aspecto que no se planteó y que sí lo hace esta reglamentación. El 
legislador elaboró esta iniciativa partiendo de la base de la estabilidad laboral de los funcionarios, ya que se refirió a la exclusividad 
y a la incompatibilidad de los funcionarios. Sin embargo, en varios de estos artículos se instaura un proceso por el que, luego de 
generada una estructura óptima, habrá funcionarios o funciones que queden por fuera de la organización. A nuestro entender, esto 
es inaceptable. 


Por otra parte, debe quedar claro que la Dirección General Impositiva quizás necesite más funcionarios, pero los que tiene hoy 
seguramente alcancen, si se modifican las metas y objetivos y se consolida el organigrama de la oficina, ya que los funcionarios 
actuales podríamos cumplir otras funciones más sustantivas o importantes. Creemos que tenemos la capacidad. Somos 
funcionarios de la DGI, pero nuestra diferencia es que tenemos especificidades y dentro de nuestra materia nos revolvemos muy 
bien. Poseemos la característica de haber tenido muchos funcionarios redistribuidos; por ejemplo, hemos tenido maquinistas de 
AFE. Hoy, estos compañeros, a través de la experiencia -esto no se ha debido a una capacitación expresa de la oficina, sino a la 
experiencia diaria-, asesoran perfectamente a un contador externo -inclusive, también asesoran en la interna-, manejan 
perfectamente tarjetas fiscales y declaraciones juradas y asesoran al contribuyente sin haber pasado por la Universidad. Que no se 
nos malinterprete: para nosotros la Universidad es la Universidad y la profesión debe ser respetada y jerarquizada. Sin embargo, 
debemos tener en cuenta la otra realidad de los otros funcionarios que cumplen una labor sustantiva y que, honestamente, a través 
de este proyecto quedan totalmente de lado. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El punto que tiene que ver con las remuneraciones me quedó claro. La propuesta que se elabora en 
este momento tiene una diferencia demasiado expresa entre los funcionarios técnicos y no técnicos. 


En cuanto a la inestabilidad laboral, hay un aspecto que no me quedó del todo claro. No surge, por lo menos de lo que recuerdo de 
la ley, que se deba reducir el personal de DGI. Quiere decir que la inestabilidad laboral se daría por el cumplimiento de 
determinadas condiciones de los funcionarios. Es más: de las palabras de nuestros invitados interpreté que el organismo podría 
necesitar más personal, eventualmente en una optimización. 


También hicieron referencia a la incompatibilidad, pero no desarrollaron en qué parte de la reglamentación esta afectada. ¿Con qué 
tiene que ver eso? ¿Con la remuneración? Quisiera que desarrollaran este punto para entender el planteamiento de la delegación. 


A la vez, quiero saber si entendí bien los otros dos puntos a los que hice referencia. 


Tampoco sé cómo juega el tema de las encargaturas, referido al artículo 9”; no lo tengo claro. Tengo la dificultad de que no conozco 
la reglamentación. Recuerdo el proceso de discusión de una reestructura de la DGI, cuando el contador Brasca era su Director. 
Luego, una Comisión de Diputados recibió asesores y se dio una discusión bastante interesante y profunda. Eso quedó congelado 
y después apareció esta ley de mejora. A mi juicio, esta resulta bastante más superficial comparada con lo que se había trabajado; 
iba menos a los ejes de la mejora del organismo. 


Hace bastante tiempo que se aprobó esta ley. Reitero que no conozco el texto de la reglamentación, pero sé que existe este 
conflicto. En aquella discusión de fondo, una cosa en la que se hacía mucho hincapié era la necesidad de la exclusividad del 
funcionario por la función que cumplía. Por lo tanto, había que tener en cuenta la remuneración, ya que si le pedíamos exclusividad 
a un individuo y se tomaba como antecedente la situación del Banco Central -organismo que tiene exclusividad-, se pensaba cómo 
se iban a constituir las distintas responsabilidades. En ese momento, también se habló -creo que fue lo que planteó el contador 
Brasca- de que si algunos no llegaban a una calificación, quedaban redistribuidos, pero después eso se había salvado en la 
discusión. No entiendo cómo ahora aparece otra vez ese tema. Me preocupa que el organismo quede fracturado, pero también que 
no pueda abarcar todo el control que debe tener un organismo como la DGl. Sabemos que hay evasión en el país. La única forma 
de que el organismo funcione bien -y que inclusive intercambie información con el BPS y con la Aduana- es que haya una mirada 
desde varios ángulos. Para que eso funcione, este organismo, que es la madre del asunto, debe tener una optimización. Parto de 
esa base. 


Ese proyecto que considero más liviano que el inicial, era un escalón de mejora de gestión. ¿Qué pasa? ¿La reglamentación tira 
para atrás esa mejora? Quiero entender la raíz del problema. 


SEÑOR LEYMON!E.- Allí está el quid del asunto. El tema fundamental es que aquella reforma Brasca insistía sobre una reforma de 
la DGI en todo su contenido. El Parlamento discutió mucho este contenido y hubo varios asesores que hicieron conceptualizaciones 
de fondo sobre varios aspectos. El Parlamento así lo entendió y actuó de la forma en que actuó, rechazando esa reforma. 


Con esta ley de mejora de gestión que aparee ahora ¿qué es lo que se propone? Precisamente, en el momento de la discusión lo 
que se propuso y lo que a nuestro juicio entendió el legislador y por eso lo votó, era hacer una modificación, atacando directamente 
la sustancia de la realidad y la vinculación del funcionario de la DGI con respecto a la organización. Todos sabemos que el artículo 
94 de la ley N” 13.640 generaba las incompatibilidades; todos sabemos que a fuerza de aquello que anteriormente dije, es decir, 
que hay cosas que se hacen para las circunstancias y no para perdurar, esa ley fue un ejemplo claro. No solucionó el aspecto de 
referir la vinculación del funcionario de DGI con las vinculaciones externas. A través de esta ley de mejora de gestión se quiso 
definir la cancha. En los hechos, la ley no se aplicaba por conveniencia o por lo que queramos decir. El "statu quo" marcó su 
presencia y eso se aplicó en los casos en que se detectaron verdaderas violaciones o actos de corrupción comprobada; entonces, 
se aplicó el artículo 94, pero después nada más. Por lo tanto, esta situación era una hipocresía de todos. 


¿Qué se establece a través de esta ley? Generar un régimen de exclusividad con partidas extraordinarias y un régimen de 
desempeño en incompatibilidades. ¿Por qué aparece el régimen de incompatibilidades? Porque necesariamente, al haber 
determinado -hasta lo que nosotros sabemos- un régimen de exclusividad para toda la organización, sin imposiciones, estaríamos 
violando la libertad de trabajo y la libertad de decisión del funcionario. Por lo tanto, se genera el régimen de incompatibilidad. Creo 
que el Senador Correa Freitas tuvo participación en esa redacción. A través de esos dos regímenes se pretendía dejar esa 
posibilidad cierta del funcionario, pero salvaguardando la restricción de que nadie puede tener una actividad vinculada con la DG|l. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es importante lo que señala. Este es un tema que motivó el enojo del señor Senador Atchugarry, porque 
en aquel momento el planteo era el siguiente: dejar todo librado a la reglamentación. Yo entendía que eso era inconstitucional, que 
no se pueden limitar derechos por decreto, por acto administrativo. En consecuencia, cualquier limitación que se haga debe 
hacerse por ley. Así establecimos claramente que era la ley la que establecía el régimen de incompatibilidades y prohibiciones, lo 
que sería reglamentado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR LEYMONIE.- A nuestro juicio, la reglamentación debería contener la precisión, la exclusividad y la incompatibilidad. Creo 
que también se planteaba un nuevo sector de grandes contribuyentes de la DGI. Esto debería definirse en cuatro o cinco artículos y 
suprimir todo lo que figura después, como la creación de comisiones de conducta y el gran hermano, que es el sistema de 
encargatura. Nosotros procuramos la carrera administrativa y lo que sucede es que a través de la reglamentación se habla de un 
trienio. A pesar de que el sistema de encargatura está vigente y es legal, lo que nos han dicho es que se pretende la carrera 
administrativa. 


Por otro lado, se maneja el proyecto de reestructura de la DGl para implementar una estructura óptima, con un costo parecido al 
actual. La diferencia de costo sería restada, en principio, de las partidas salariales variables de los funcionarios. Después acotaron 
que se va a restar de las partidas por gastos de funcionamiento e inversión. 


Pensamos que la reestructura se debe realizar a través de una ley y no de una reglamentación; de lo contrario, mañana alguien 
podría decir que se necesitan setecientos funcionarios, ¿y qué pasaría con el resto? Eso no es lógico, aceptable y racional. Por eso 
rechazamos el articulado. No nos estamos negando a la reforma de la DGl, pero se debe reglamentar lo que el legislador pidió. En 
esta reglamentación se fractura la DGI, no solo entre técnicos y no técnicos, al contemplar a algunos y a otros no, sino al 
determinar las categorías de funciones, encargados de departamento y de valores. Los valores que se otorgan a encargados del 
interior de la DGI son inferiores a los de Montevideo, haciendo una clara manifestación subjetiva sobre el interior; parece que este 
no existe. Sin embargo, los funcionarios de la DGI del interior hacen de todo y los legisladores no lo desconocen. Hay una oficina 
con ocho, nueve o diez compañeros que realizan tareas de fiscalización, de recaudación, etcétera. A través de la reglamentación 
también se incorpora esa diferencia, así como otras. Es sabido que han ingresado a través de contratos con la PNUD ciento veinte 
funcionarios. Este proyecto de ley incorporaría a estos funcionarios de acuerdo con el artículo 29 relativo a los contratos de función 
pública. Sabemos que hasta el año 2015 no pueden ingresar funcionarios, aunque este año ingresaron noventa. No entendemos 
por qué el Ministro dice que hay exceso de funcionarios cuando autorizó el ingreso de estos. Ahora la realidad es esta, por lo que 
queremos estabilidad. A través de contratos a término ingresan profesionales o estudiantes avanzados. ¿Adónde va esta gente? Va 
a cumplir una de las tareas primordiales que el legislador estableció para generar este régimen de exclusividad: la fiscalización, el 
sector profesional. ¿Qué beneficio tiene la organización si capacitamos a estos funcionarios a través de cursos de seis meses, los 
hacemos trabajar por el término de uno o dos años y después les decimos que se vayan a la actividad privada o una DGI del 
MERCOSUR? No entendemos cómo se genera este tipo de contratos. Hay una contradicción fundamental en la permanencia de la 
organización, cuando lo que debería existir es estabilidad conceptual, a través de la capacitación. ¿Qué funcionario va a querer 
actuar en esta actividad si sabe que al poco tiempo va a quedar cesante? 


Todo esto tiene que ver con la fragmentación que se establece en el proyecto. Están los contratados, los no técnicos, los 
profesionales y los responsables de las oficinas del interior, todos con valores distintos. 


Por estos motivos hemos rechazado el proyecto en su conjunto, a pesar de que creemos que debe existir una reforma, pero se 
debe hacer a través de una ley con la participación de todos los actores: legisladores, contribuyentes y funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la información que nos han brindado y oportunamente con la señora Legisladora 
Topolansky informaremos a la Comisión Permanente sobre esta reunión y sobre los alcances de la posición que manifiesta la 
Asociación de Funcionarios de la DGI con relación al decreto reglamentario que aún no se ha aprobado por el Poder Ejecutivo. De 
todas maneras, la Comisión Permanente aprobó el llamado al señor Ministro de Economía y Finanzas para que informe sobre esta 
reglamentación. Obviamente, el informe que nos han brindado nos será muy útil. 


(Se retira de Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de la DGI) 
——La Comisión Especial propone a la Comisión Permanente del Poder Legislativo comunicar al Poder Ejecutivo la voluntad 


política de que remita un proyecto de ley extendiendo el seguro de desempleo a los ex trabajadores de la empresa automotriz 
OFEROL por el término de seis meses a partir del 25 de julio de 2004. 


(Diálogos) 

SEÑORA TOPOLANSKY.- En cuanto al segundo punto, creo que hay un problema en la interpretación del espíritu de la ley. 
Cuando hay una reglamentación que tergiversa el espíritu de una ley, uno puede hacer determinadas observaciones. Por esa 
razón, se dejan las distintas constancias en Sala, es decir, para que la reglamentación recoja el espíritu que se dio a la ley. 

Por lo tanto, deseo escuchar la otra campana y solicito que se convoque al señor Ministro. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Lo hacemos en la Comisión Permanente? 

SEÑORA TOPOLANSKY.- Sí. Hoy hemos escuchado una campana, pero queremos saber qué dice la otra parte. 

(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si la señora Diputada está de acuerdo, se enviará por Secretaría la versión taquigráfica de esta 
sesión al señor Ministro de Economía y Finanzas a los efectos de que tome conocimiento del planteo. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 5) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


